
 

 
 1 

30 de octubre de 2012 

CIRCULAR DIARIA 

 

 
 

Núm.   261          Martes, 30 de octubre de 2012 

JEFATURA DEL ESTADO 

Fraude fiscal 

Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria 

y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la 

intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el 

fraude.  

PDF (BOE-A-2012-13416 - 31 págs. - 450 KB) 

 

[+ ver comparativo] 

 

La actuación en fraude de la Hacienda Pública consistente en repartir el patrimonio 

existente, una vez nacida la deuda, a los socios a través de operaciones de 

preliquidación, para dejar paso a una liquidación formal con una cuota insignificante, 

cuando no inexistente, hace aconsejable incrementar a estos efectos el valor de la 

cuota de liquidación del socio sucesor en la deuda tributaria que opera como límite de 

su responsabilidad. A tal fin se regula expresamente el alcance del límite de la 

responsabilidad de dicho socio en la deuda tributaria de las personas jurídicas o 

entidades disueltas o liquidadas que limitan la responsabilidad patrimonial de los 

socios, tanto en la sucesión de la deuda tributaria como de las sanciones, en su caso. 

Asimismo, procede modificar el sistema de sucesión de las entidades con personalidad 

jurídica, para dar cobertura jurídica en la Ley a la sucesión de entidades jurídico-

públicas, en las que también se produce la subrogación mercantil tradicional. Con ese 

propósito, se incluyen de forma explícita como susceptibles de sucesión tributaria toda 

clase de sociedades y entidades con personalidad jurídica que tuvieran la condición de 

sucesoras y beneficiarias. 

Por otra parte, la reforma pretende aclarar las implicaciones derivadas de la naturaleza 

jurídica del responsable tributario, que no debe ser identificado con un sujeto 

infractor, sino como obligado tributario en sentido estricto, aun cuando responda 

también de las sanciones tributarias impuestas a dicho sujeto infractor. Entre las 

modificaciones que pretenden significar tal situación jurídica, dentro del régimen 

jurídico sancionador se establece un sistema de reducción de las sanciones a imponer 

por conformidad y pronto pago. En relación con la reducción de conformidad, en caso 

de concurrencia de una situación de responsabilidad respecto de la sanción, se 

modifica la norma para ofrecer la posibilidad al responsable de que pueda dar su 

conformidad con la parte de deuda derivada procedente de una sanción en sede del 

http://www.boe.es/boe/dias/2012/10/30/pdfs/BOE-A-2012-13416.pdf
http://www.primeralectura.es/legislacion/2012/Ley_7_2012.pdf
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deudor principal y beneficiarse de la reducción legal por conformidad. Asimismo, se 

reconoce al responsable la eventual reducción por pronto pago de su propia deuda. 

Se introduce un nuevo supuesto de responsabilidad subsidiaria, destinado a facilitar 

la acción de cobro contra los administradores de aquellas empresas que carentes de 

patrimonio, pero con actividad económica regular, realizan una actividad recurrente y 

sistemática de presentación de autoliquidaciones formalmente pero sin ingreso por 

determinados conceptos tributarios con ánimo defraudatorio. 

Se elimina la posibilidad de aplazamientos o fraccionamientos de los créditos contra 

la masa en las situaciones de concurso para evitar la postergación artificiosa del crédito 

público como consecuencia de la simple solicitud de aplazamiento o fraccionamiento. 

Se mejora la redacción de la norma en la determinación del dies a quo del inicio del 

cómputo de los plazos de prescripción en aquellos supuestos de responsabilidad 

solidaria en que el hecho habilitante para apreciar la misma concurra con 

posterioridad al día siguiente a la finalización del periodo voluntario del deudor 

principal. 

Además, se clarifica el régimen jurídico que regula la interrupción del cómputo del 

plazo de prescripción del derecho de la Administración a determinar la deuda 

tributaria mediante la oportuna liquidación respecto de determinadas obligaciones 

tributarias cuando la acción de la Administración se dirija originariamente respecto de 

otra obligación tributaria distinta como consecuencia de la presentación de una 

declaración incorrecta por parte del obligado tributario. 

Por otro lado, se modifica el momento en que se reinicia el plazo de prescripción 

interrumpido por la declaración de concurso para que coincida con el momento en 

que la Administración recupera sus facultades de autotutela ejecutiva, introduciendo 

una mejora estrictamente técnica para dotar de seguridad jurídica a las relaciones de la 

Hacienda Pública con los deudores concursados. 

Asimismo, se aclaran los efectos de la suspensión del cómputo del plazo de 

prescripción por litigio, concurso y otras causas legales, explicitando que los efectos 

de dicha suspensión se extienden a todos los obligados tributarios. 

Respecto a las medidas cautelares, se modifica el precepto para permitir su adopción 

en cualquier momento del procedimiento cuando se estime, en su caso, la 

concurrencia de los presupuestos establecidos en el propio precepto. 

Por otra parte, y dado que la práctica y el análisis de los resultados ponen de 

manifiesto que es preciso adoptar medidas que permitan facilitar al Juez el ejercicio de 

su función jurisdiccional, permitiéndole tomar decisiones en el ámbito de las medidas 

cautelares sobre la base de un trabajo previo de investigación acompañado de una 

valoración de los órganos de la Agencia Tributaria de por qué se dan las circunstancias 

que, a su juicio, determinan la conveniencia de adoptar una medida cautelar, se 

modifica la norma en tal sentido, con la finalidad de avanzar en la lucha contra el 

fraude más agravado, planteando, en primer lugar, la modificación de las medidas 

cautelares en expedientes por delito fiscal, considerando su carácter de medidas 
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excepcionales y provisionales que solo pretenden someter de forma lo más inmediata 

posible a la decisión jurisdiccional el bloqueo de un patrimonio cuya disponibilidad, a 

resultas del proceso penal, resulta cuestionada en virtud de los hechos acreditados que 

permiten la adopción de la medida cautelar administrativa, debiendo resaltarse que la 

posibilidad de adoptar medidas cautelares también se extiende a otros supuestos en 

los que la investigación judicial no tenga su origen en actuaciones de comprobación e 

investigación desarrollados por la Administración Tributaria. La modificación se 

complementa, para dotar de mayor seguridad jurídica a la actuación de la Hacienda 

Pública, con un mandato legal a la Agencia Tributaria para la investigación patrimonial 

de los sujetos afectados o relacionados con un proceso por delito contra la Hacienda 

Pública. 

Además, para combatir determinadas conductas fraudulentas en sede recaudatoria 

consistentes en la despatrimonialización de una sociedad, se establece la prohibición 

de disposición de los bienes inmuebles de sociedades cuyas acciones o 

participaciones hubiesen sido objeto de embargo y se ejerciese por el titular de las 

mismas, deudor de la Hacienda Pública, el control efectivo de la mercantil en cuestión. 

Se modifica el régimen jurídico del embargo de los bienes y derechos en entidades de 

crédito y depósito para incrementar la efectividad y seguridad jurídica de los mismos. 

A estos efectos, la extensión del embargo a otros bienes o derechos no identificados 

en la diligencia de embargo podrá extenderse al resto de bienes y derechos obrantes 

en la persona o entidad y no solo de la oficina o sucursal a la que se remitió el 

embargo. En concordancia con ello, por limitaciones de jurisdicción territorial de la 

Administración tributaria actuante, se establece dicho ámbito como límite de la 

extensión. 

Cuando un obligado tributario incumple con la obligación de presentación telemática 

dificulta notablemente a la Administración el tratamiento de la información y la 

generación, en su caso, de las correspondientes deudas. Sin embargo, no está 

tipificado supuesto específico alguno de infracción tributaria que penalice su 

comportamiento frente al contribuyente que se atiene a tal obligación. Por ello, se 

considera necesario crear un nuevo tipo de infracción tributaria relativo a la 

presentación de autoliquidaciones o declaraciones informativas sin atenerse a las 

obligaciones de presentación telemática, que llevará aparejada sanciones fijas en el 

supuesto de autoliquidaciones y sanciones variables en función del número de datos 

en el supuesto de declaraciones informativas. 

A la vista de la experiencia acumulada en relación con la aplicación de la infracción por 

resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración 

tributaria, se considera oportuna su modificación para evitar diversos problemas 

detectados así como mejorar su efecto disuasorio e impedir que estos defectos 

permitan dilatar los procedimientos. 

Para favorecer la operatividad de las sanciones no pecuniarias, se modifica el plazo 

para iniciar los procedimientos sancionadores para la imposición de estas sanciones. 
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Así, se pasan a contar los tres meses desde que se hubiese notificado o se entendiese 

notificado el acto de imposición de sanción pecuniaria con la que está ligada la 

eventual imposición de la sanción no pecuniaria. 

Se clarifica el sistema de suspensión y devengo de intereses de demora en el caso de 

recurso o reclamación contra los acuerdos de derivación de responsabilidad. Así, con 

carácter general, si la sanción es recurrida tanto por el deudor principal como por el 

responsable la ejecución de la sanción será suspendida y dejarán de devengarse 

intereses de demora por el periodo de tiempo transcurrido hasta la finalización del 

periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía 

administrativa. Sin embargo, en los supuestos de responsabilidad solidaria del artículo 

42.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, no se aplicarán las 

citadas medidas de suspensión de ejecución y no devengo de intereses, habida cuenta 

del presupuesto de derecho de dicha responsabilidad. 

Se modifica el importe de la garantía que es necesario depositar para la suspensión de 

la ejecución del acto impugnado a través del recurso de reposición o de la reclamación 

económico-administrativa, a fin de que el importe de la misma cubra todos los 

recargos que pudieran ser exigibles en el momento de ejecución de la garantía del 

crédito público. 

… 

En lo que respecta al Impuesto sobre el Valor Añadido se incorpora una serie de 

modificaciones en la Ley del Impuesto con el fin de evitar comportamientos 

fraudulentos, en especial en las operaciones de entregas de inmuebles y en situaciones 

en las que se ha producido una declaración de concurso. 

En primer lugar, se establecen dos nuevos supuestos de inversión del sujeto pasivo 

en los citados casos de entregas de inmuebles. Por una parte, cuando se renuncie a la 

exención, y, en segundo término, cuando la entrega de los bienes inmuebles se 

produzca en ejecución de la garantía constituida sobre los mismos, supuesto que se 

extiende expresamente a las operaciones de dación del inmueble en pago y cuando el 

adquirente asume la obligación de extinguir la deuda garantizada. Estos supuestos de 

inversión del sujeto pasivo se ajustan a lo establecido en la Directiva 2006/112/CE del 

Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el 

valor añadido. Con ello se pretende evitar el perjuicio que se produce a la Hacienda 

Pública cuando el IVA no se ingresa en el Tesoro y, a continuación, se solicita el 

aplazamiento o se declara el concurso de la entidad transmitente. El daño a la 

Hacienda Pública es doble, pues el IVA no ingresado es deducido por el adquirente. 

Con el mecanismo de la inversión del sujeto pasivo se garantiza el ingreso del IVA en la 

Hacienda Pública. 

En segundo término, la situación de concurso del obligado tributario requiere de un 

tratamiento particular en el Impuesto con la finalidad de facilitar su gestión e 

impedir que se altere la neutralidad en perjuicio de la Hacienda Pública. 
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En los supuestos en los que el auto de declaración de concurso se dicta a lo largo del 

periodo de liquidación del Impuesto es necesario diferenciar si los créditos son 

concursales o contra la masa, ya que, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo, deben calificarse como concursales los créditos de IVA por hechos 

imponibles anteriores a la declaración de concurso. 

Como en la regulación actual la declaración-liquidación es única, se establece, con 

objeto de determinar el crédito que tendrá carácter concursal, la obligación de 

presentar dos declaraciones-liquidaciones, una por los hechos imponibles anteriores 

a la declaración de concurso y otra por los posteriores, en los términos que se 

desarrollen reglamentariamente. En la primera de esas declaraciones el concursado 

estará obligado a aplicar la totalidad de los saldos a compensar correspondientes a 

periodos de liquidación anteriores a la declaración de concurso. 

Las medidas adoptadas tienen como fin garantizar la neutralidad del Impuesto, lo cual, 

tiene como efecto, que la Administración no se vea perjudicada en relación con la 

percepción del Impuesto sobre el Valor Añadido como consecuencia del concurso, de 

ahí que se limite el derecho de deducción que deberá ejercitarse, cuando se hubieran 

soportado las cuotas con anterioridad al auto de declaración de concurso, en la 

declaración-liquidación correspondiente al periodo en que dichas cuotas fueron 

soportadas. 

De igual manera, para adecuar la gestión del impuesto a la doctrina jurisprudencial, la 

rectificación de deducciones como consecuencia de la declaración de concurso deberá 

realizarse en la declaración-liquidación correspondiente al periodo en que se ejerció la 

deducción. 

Se introduce un nuevo supuesto de rectificación de cuotas repercutidas para los casos 

en los que la operación gravada quede sin efecto como consecuencia del ejercicio de 

una acción de reintegración concursal u otras acciones de impugnación ejercitadas en 

el seno del concurso. En estos supuestos, el sujeto pasivo deberá proceder a la 

rectificación en la declaración-liquidación correspondiente al periodo en que se 

declaró la operación. La minoración de deducciones por parte del adquirente, si 

estuviese también en situación de concurso, se realizará, igualmente, en la 

declaración-liquidación correspondiente al periodo en que se ejerció la deducción. Con 

estas medidas se pretende evitar que la eventual declaración de concurso, ya sea del 

transmitente o del adquirente, desvirtúe la neutralidad del Impuesto. 

Por último, se regula un nuevo supuesto de infracción tributaria y su correspondiente 

régimen sancionador por los incumplimientos relativos a la correcta declaración de 

determinadas operaciones asimiladas a las importaciones. 

Dadas las numerosas modificaciones de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido que 

se incorporan en esta Ley, se considera conveniente que esas modificaciones se 

incorporen, asimismo, en la Ley del Impuesto General Indirecto Canario para que el 

régimen sea uniforme en todo el territorio del Estado. 

… 
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Por otra parte, se modifica el artículo 108 de la Ley del Mercado de Valores (LMV) con 

el fin de conformarle, tal como se estableció originariamente, como una medida 

antielusión fiscal de las posibles transmisiones de valores que, solo, sean una cobertura 

de una transmisión de inmuebles, mediante la interposición de figuras societarias. 

Para ello se simplifica su regulación y se modifica el precepto para corregir los 

siguientes aspectos del mismo: se establece la exención general del gravamen por el 

Impuesto sobre el Valor Añadido o por el Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, excepcionando tales exenciones si se 

trata de eludir su pago por la transmisión de los inmuebles de las entidades a los que 

representan los valores transmitidos, en cuyo caso, la operación volverá a ser 

gravada por el impuesto exencionado. 

Además, se excluye del posible gravamen a las adquisiciones de valores en los 

mercados primarios, que no estarán sujetos a este precepto y, por último, se simplifica 

la redacción del artículo, pasando de ser una norma objetiva a una auténtica norma de 

lucha contra el fraude, aunque en los supuestos más claros se establece una 

presunción iuris tantum que deberá, en su caso, ser enervada por el interesado si no 

quiere que le sea aplicada la medida antielusión. 

En consonancia con dicha modificación se introducen los cambios pertinentes en la Ley 

reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 

 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

Mercado laboral 

Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el 

Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de suspensión 

de contratos y reducción de jornada. 

PDF (BOE-A-2012-13419 - 31 págs. - 449 KB) 

 

[+ ver comparativo] 

 

Disposición transitoria única. Procedimientos iniciados. 

1. A los procedimientos incluidos en el ámbito de aplicación del Reglamento que se 

aprueba por el presente real decreto iniciados con anterioridad a su entrada en vigor, 

pero con posterioridad al 12 de febrero de 2012, les será de aplicación la normativa 

vigente en el momento de su inicio. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 de la disposición transitoria décima de 

la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, 

los expedientes de regulación de empleo para la extinción o suspensión de los 

contratos de trabajo, o para la reducción de jornada que estuvieran en tramitación a 

12 de febrero de 2012 se regirán por la normativa vigente en el momento de su inicio. 

http://www.boe.es/boe/dias/2012/10/30/pdfs/BOE-A-2012-13419.pdf
http://www.primeralectura.es/legislacion/2012/RD_1483_2012.pdf
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3. Conforme a lo dispuesto en el apartado 2 de la disposición transitoria décima de la 

referida Ley 3/2012, de 6 de julio, los expedientes de regulación de empleo para la 

extinción o la suspensión de los contratos de trabajo o para la reducción de la jornada, 

resueltos por la autoridad laboral y con vigencia en su aplicación a 12 de febrero de 

2012, se regirán por la normativa en vigor cuando se dictó la resolución del 

expediente. 

 
Seguridad Social 

Real Decreto 1484/2012, de 29 de octubre, sobre las aportaciones 

económicas a realizar por las empresas con beneficios que realicen 

despidos colectivos que afecten a trabajadores de cincuenta o más años. 

PDF (BOE-A-2012-13420 - 10 págs. - 207 KB) 

La redacción de la disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 

agosto, también ha resultado afectada por la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas 

urgentes para la reforma del mercado laboral, que trae causa de dicho Real Decreto-

ley, la cual ha definido nuevos requisitos y límites que determinan la sujeción al pago 

de la aportación, ampliando el número potencial de empresas obligadas y, por otro 

lado, incluyendo como elemento integrante de la aportación las prestaciones por 

desempleo percibidas por los trabajadores de cincuenta o más años afectados por 

medidas de regulación temporales de empleo cuyos contratos de trabajo sean 

extinguidos en el año siguiente. 

Teniendo en cuenta la modificación de la regulación legal de las aportaciones 

efectuada por la reforma laboral, el presente real decreto tiene por objeto regular el 

procedimiento para la liquidación y el pago de las aportaciones, incorporando aquellos 

aspectos instrumentales y las cuestiones técnicas necesarias para que los órganos 

competentes puedan liquidar y recaudar el pago de las mismas. 

Para ello la norma se estructura en tres capítulos, si bien los dos primeros se 

refieren a las cuestiones ya reguladas en la Ley sobre las cuestiones sustantivas 

relativas al supuesto de hecho que determina el pago de la aportación y los elementos 

concernientes a su cuantificación. 

Entre las disposiciones generales del real decreto, se hace expresa referencia a la 

naturaleza jurídica de las aportaciones económicas como derechos de naturaleza 

pública no tributarios de la Administración General del Estado. 

A continuación, la norma reglamentaria establece, como ya lo hace la disposición 

legal, el sistema de cálculo de la aportación económica, que se realizará a través de 

liquidaciones anuales, mediante la aplicación del tipo porcentual, definido en una 

escala legalmente prevista, sobre la cuantía de los importes satisfechos por el Servicio 

Publico de Empleo Estatal por los conceptos establecidos en la Ley: Prestaciones y 

subsidios de desempleo así como cotizaciones a la Seguridad Social a los trabajadores 

de cincuenta o más años afectados por los despidos. 

http://www.boe.es/boe/dias/2012/10/30/pdfs/BOE-A-2012-13420.pdf
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Para el procedimiento de liquidación de la aportación, la norma sitúa al Servicio 

Público de Empleo Estatal como el organismo público llamado a gestionar la 

liquidación de las aportaciones económicas a abonar por las empresas, dada la 

estrecha relación entre dichas aportaciones y las prestaciones y subsidios por 

desempleo que esta entidad reconoce y paga a los trabajadores afectados por los 

despidos. Con todo, la norma dispone que dicha entidad gestora habrá de contar con 

los necesarios medios de auxilio y colaboración para el cumplimiento de su labor de 

control, regulando expresamente la certificación que debe emitir la autoridad laboral 

que reciba la comunicación de la empresa de despido colectivo cuando en dicha 

empresa puedan darse las circunstancias que den lugar al pago de la aportación 

económica. 

El procedimiento de liquidación de la aportación anual naturalmente contempla 

una fase de liquidación provisional, que es susceptible de alegaciones por la empresa, 

tras lo cual se deberá emitir la resolución definitiva por el Servicio Público de Empleo 

Estatal. Por otra parte, una vez que el importe de la aportación ha sido objeto de 

liquidación anual y una vez notificada ésta a la empresa obligada, corresponderá a las 

Delegaciones de Economía y Hacienda y a la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria la tarea de recaudar las aportaciones económicas en periodo voluntario y 

ejecutivo, respectivamente. 

Particular importancia tienen las disposiciones de la parte final relativas, en 

especial, a las cuestiones de derecho transitorio, dadas las sucesivas modificaciones 

que la disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, ha 

experimentado últimamente. El real decreto recoge a tal fin las disposiciones 

transitorias ya fijadas mediante norma con rango formal de Ley, en la Ley 3/2012, de 6 

de julio, que consisten, en esencia, en aplicar para la determinación de la procedencia 

del pago de la aportación y la cuantía de la misma por los despidos colectivos iniciados 

con posterioridad al 27 de abril de 2011, los requisitos y límites fijados en la redacción 

de dicha disposición adicional decimosexta aplicable en función de la fecha de inicio 

del despido colectivo. 

Durante la tramitación de este real decreto han sido consultadas las organizaciones 

empresariales y sindicales más representativas, así como las comunidades autónomas. 

 
 

DOUE L300 L301 C332 

C333  
30/10/2012 

No se publican normas con trascendencia económico – fiscal 

 
 

 

 

http://eur-lex.europa.eu/JOHtml.do?uri=OJ:L:2012:300:SOM:ES:HTML
http://eur-lex.europa.eu/JOHtml.do?uri=OJ:L:2012:301:SOM:ES:HTML
http://eur-lex.europa.eu/JOHtml.do?uri=OJ:C:2012:332:SOM:ES:HTML
http://eur-lex.europa.eu/JOHtml.do?uri=OJ:C:2012:333:SOM:ES:HTML
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30 d’octubre de 2012 – Núm. 6243 

 

No es publiquen normes amb transcendència econòmic - fiscal 

 
 
 

 

 

BOIB 160                                                                                   30 octubre de 2012   

No se publica cap norma amb transcendència econòmic - fiscal 

 
 
 
 

 
B.O.C.Mum. 258                                                                      29.10.2012 

No se publican normas con trascendencia económico – fiscal 

 
 

 

 

Num. 6892 

 

30.10.2012 

 

No se publican normas con trascendencia económico – fiscal 

 
 

 
30 de octubre de 2012                                                                                                              nº 213 

No se publican normas con trascendencia económico – fiscal 
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30 de octubre de 2012-                                                                      num. 210 

No podemos acceder 
 

BOTHA  Boletín Oficial  de Araba de 30/10/2012 –  
No se publica 

BOG      Boletín Oficial  de Gipuzkoa de 30/10/2012 - 207 

No se publica ninguna norma con transcendencia económica fiscal 

BOB       Boletín Oficial  de Bizkaia de 30/10/2012 –  

No se publica 
 
 

 
 

BOG nº 207           30/10/2012 

 
No se publica ninguna norma con transcendencia económico - fiscal 

 
 
 
 
 
 

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. BOCG 29/10/2012 
 

A-27-7 Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013 

Enmiendas. 
  

 

 

JURISPRUDENCIA MERCANTIL 

 

Los tribunales de instancia deben expresar los motivos por los que condenan a los 

administradores al pago del déficit concursal. 

 

Sentencia del tribunal supremo de 20 de junio de 2012, nº 368/2012:  

 

El TS establece la necesidad de que los tribunales de instancia expresen y motiven los 

criterios por los que condenan a los administradores al pago de déficit concursal. En el 

http://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/BOCG/A/BOCG-10-A-27-7.PDF
http://www.primeralectura.es/sentencias/2012/octubre2012/S_TS_20_6_2012.pdf
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caso enjuiciado, el TS devuelve las actuaciones al Tribunal de apelación por no haber 

realizado la necesaria expresión de los criterios que le llevaron a dicha condena. 

El Tribunal Supremo declara haber lugar en parte al recurso extraordinario por 

infracción procesal interpuesto por uno de los administradores, anula en parte dicha 

sentencia y manda devolver las actuaciones al Tribunal de apelación para que, 

partiendo de la calificación del concurso como culpable, motive la aplicación a los 

administradores de la norma del art. 172.3 de la Ley Concursal 

 

 

 

e-tributs. 6 consultes tributàries noves. IEET 
 

Impost sobre les estades en establiments turístics 

193E/12 Obligació de repercussió en factura i responsabilitat solidària. 

270E/12 l’impost sobre les estades en establiments turístics com element que forma 

part de la base imposable de l’IVA. 

V256E/12 Contribuents de l’impost. 

V269E/12 Meritació de l’impost. 

V280E/12 Concepte d’estada i fracció en els albergs. 

V301E/12 Contribuent de l’impost. 

 

http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=16292413
http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&paraulesclau_totes=270E/12&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=69971200
http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=17956257
http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=16115631
http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=51871039
http://www15.gencat.cat/ecofin_dgt/AppJava/cercador?op=detall&etribut=consultes&pageNumber=1&ta=consultes&id=16748590

